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Sobre: 
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Panel integrado por su presidenta, la Juez Méndez Miró, el Juez 

Ronda Del Toro
1
 y el Juez Candelaria Rosa

2  

 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de diciembre de 2021. 

 La menor P.C.D.V., representada por su madre Emilia 

Vargas Román, y por conducto su representación legal [en 

adelante, “parte recurrente”], nos solicita que revisemos la 

Resolución emitida y notificada el 17 de diciembre de 2018 por el 

Departamento de Educación [en adelante, “Departamento”]. 

Mediante dicha Resolución el Departamento declaró No Ha Lugar 

la Querella presentada por la parte recurrente. 

 Oportunamente, el Departamento compareció mediante su 

escrito en oposición a la revisión solicitada por la parte recurrente. 

 Por los fundamentos que pasamos a exponer se confirma la 

Resolución recurrida. 

I.  

 La menor P.C.D.V., para la fecha de la querella, era una 

menor de 15 años, registrada y elegible para recibir servicios 

 
1 Mediante la Orden TA-2020-167 del 16 de diciembre de 2020, se designó al             

Hon. Eric R. Ronda Del Toro, en sustitución de la Hon. Giselle Romero García. 
2 Mediante la Orden TA-2021-031 del 8 de febrero de 2021, se designó al                             

Hon. Carlos I. Candelaria Rosa, en sustitución de la Hon. Nélida Jiménez Velázquez. 
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educativos y relacionados del Programa de Educación Especial del 

Departamento de Educación para el año escolar 2018-2019. Como 

parte de su determinación de elegibilidad, se le realizó a la menor 

una evaluación trianual, el 4 de julio de 2018. Se determinó que 

la estudiante era elegible para recibir servicios del Programa de 

Educación Especial bajo la categoría de Problemas Específicos de 

Aprendizaje.  

Para esta determinación se tomó en consideración una 

evaluación psicológica realizada el 7 de abril de 2017 y una 

evaluación psicométrica realizada el 5 de abril de 2017 (ambas 

evaluaciones fueron ordenadas por el Departamento). Los 

hallazgos de esta evaluación trianual fueron que la menor 

presenta: un nivel de funcionamiento promedio bajo; deficiencias 

en las destrezas básicas de matemáticas; problemas específicos 

de aprendizaje; inmadurez y ansiedad; auto expectativas sociales 

que le producen frustraciones; baja auto estima y episodios 

depresivos. Además, la menor presenta dificultad con las 

destrezas de lectura y escritura. 

Adicional a estas evaluaciones psicológicas y psicométricas, 

la parte recurrente le realizó a la menor una evaluación 

psicoeducativa independiente, por entender que las evaluaciones 

realizadas por el Departamento eran muy antiguas e insuficientes. 

Además, entiende que las evaluaciones del Departamento se 

realizan de forma acelerada con condiciones, a veces, adversas 

para la menor. 

Conforme al testimonio de la madre, esta evaluación 

privada se realizó en las fechas de 24 y 28 de junio, 28 de 

diciembre de 2017 y 2 de enero de 2018. En el mes de abril de 

2018, la madre de la menor hace entrega de la evaluación 

psicoeducativa privada a la escuela en donde estudia su hija, la 
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José Felipe Zayas en Coamo. De la escuela le informan que no van 

a estar aceptando esta evaluación privada. Sin embargo, esta 

evaluación privada no fue incluida como prueba en el 

procedimiento administrativo en cuestión. 

Posteriormente, el 4 de julio de 2018, se celebra la reunión 

del Comité de Programación y Ubicación [en adelante, “COMPU”] 

para elaborar el Programa Educativo Individualizado [en adelante, 

“PEI”] para el año escolar 2018-2019. 

En este COMPU se discutieron los informes de las 

evaluaciones psicométrica y psicológica de 5 y 7 de abril de 2017. 

Las recomendaciones de los profesionales que realizaron las 

evaluaciones consistían en: tiempo adicional para realizar 

exámenes y tareas escolares; tareas y exámenes fragmentados; 

monitorear el lapso de atención de la menor; ubicación cerca del 

maestro; destacar información importante; y la modificación del 

currículo para que progrese por niveles, en vez de grados, para 

que prospere a su propio ritmo y se disminuyan presiones socio 

académicas. 

Como resultado de este COMPU se redactó el PEI 2018-2019 

que incluía, en lo pertinente los siguientes acomodos: pausas 

frecuentes o múltiples; equipo para hacer cálculos; ubicación del 

pupitre o asiento cerca del maestro y/o de la pizarra; instrucciones 

sencillas y con ejemplos; exámenes y/o pruebas fragmentados; y 

tiempo extendido para tareas y exámenes. Además, la ubicación 

recomendada para la menor en este PEI es la de Salón Regular 

con Servicios de Salón Recurso. 

 De la minuta del COMPU en cuestión surge que la madre de 

la menor solicitó, que se aceptara en su totalidad las 

recomendaciones de las evaluaciones realizadas por el 

Departamento el 5 y 7 de abril de 2017 que recomiendan la 
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modificación curricular para que la menor progrese por niveles de 

dominio, fuera de las exigencias del currículo obligado de su grado 

y progrese a su propio ritmo. Solicitó a su vez, que el 

Departamento provea alternativas de ubicación conforme a las 

recomendaciones de los especialistas. Por otro lado, la madre 

solicitó que se acepte y considere la nueva evaluación 

psicoeducativa que fue realizada de manera privada. Estas 

solicitudes fueron infructuosas.  

Como consecuencia de lo anterior, mediante el formulario 

titulado Aprobación Plan Educativo Individualizado, la madre de la 

menor no acepta el PEI 2018-2019 y expresa en el referido 

formulario que no está de acuerdo con la ubicación recomendada 

para su hija y solicita nuevamente la modificación curricular 

recomendada en las evaluaciones psicológica y psicométrica 

consideradas en el COMPU. 

El 21 de junio de 2018, la parte recurrente presenta una 

Querella de Educación Especial ante el Departamento de 

Educación. En esta querella expresa que está en desacuerdo con 

la ubicación asignada a la menor en el PEI 2018-2019. La querella 

se levanta principalmente por razón de que no se incorporó en el 

PEI 2018-2019 las recomendaciones de modificación curricular 

mencionadas por los dos especialistas del Departamento. 

Finalmente, la parte recurrente solicita en la querella que se 

provea los servicios que necesita la menor en una escuela privada 

ubicada por sus padres en conformidad con las disposiciones y el 

reglamento de la ley IDEA. En su defecto, solicitó que se ubique a 

la estudiante en una escuela del distrito donde se pueda cumplir 

con las recomendaciones de los especialistas del Departamento. 

 Aun habiendo presentado la querella, la madre de la menor 

prematriculó a la menor en la Escuela José Felipe Zayas para el 
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próximo año escolar, en espera de que el Departamento le 

proveyera otras alternativas de ubicación. Sin embargo, a la fecha 

de 14 de agosto de 2018, la madre da de baja a la menor de la 

escuela pública y posteriormente la matricula en la escuela 

privada, Academia Alexandra en Ponce. 

 El caso quedó pautado para vista administrativa, la cual fue 

celebrada en los días 26 de octubre y 6 de noviembre de 2018. 

Luego de celebrada la vista, el Juez Administrativo dictó la 

resolución final en la cual determinó en lo pertinente que la parte 

querellante no presentó evidencia documental, testifical ni pericial 

que permitiera al foro administrativo determinar que la alternativa 

de ubicación en el PEI 2018-2019 (Salón Regular con Servicios de 

Salón Recurso) no era la adecuada para la estudiante de 

conformidad a sus necesidades particulares. Además, el foro 

administrativo determinó que matricular a la estudiante en una 

institución educativa privada, constituyó una ubicación unilateral 

por parte de la madre.  

 Inconforme con la resolución del foro administrativo, la 

madre de la menor acude a este Tribunal mediante un recurso de 

revisión de decisión administrativa, en el cual señaló la comisión 

de los siguientes errores: 

PRIMER ERROR: ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO AL 
CONCLUIR Y BASAR SU DECISIÓN EN QUE HABÍA UN 

PEI APROBADO PARA EL AÑO ESCOLAR 2018-2019, Y 

QUE ESTE FUE REALIZADO PARA CUMPLIR CON LAS 
NECESIDADES EDUCATIVAS ESPECÍFICAS DE LA 

ESTUDIANTE. 
 

SEGUNDO ERROR: ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO 
AL CONCLUIR QUE EL COMPU PREPARÓ UN PEI 2018-

2019 ANALIZANDO TODA LA INFORMACIÓN 
PERTINENTE A LAS EVALUACIONES ADMINISTRADAS 

A LA ESTUDIANTE, QUE TENÍA TODA LA 
INFORMACIÓN NECESARIA PARA PREPARAR ESTE 

DOCUMENTO, QUE SE IDENTIFICARON 
CORRECTAMENTE LAS NECESIDADES Y FORTALEZAS, 

QUE SE EXPLORARON ALTERNATIVAS DE SERVICIOS 
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Y QUE SE DETERMINÓ UNA UBICACIÓN APROPIADA 
PARA LA ESTUDIANTE. 

 
TERCER ERROR: ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO AL 

CONCLUIR QUE NO SE DEMOSTRÓ QUE EL PEI 2018-
2019 NO FUERA UNO RAZONABLEMENTE CALCULADO 

A LA LUZ DE LAS CIRCUNSTANCIAS PARTICULARES 
DE LA ESTUDIANTE Y QUE LE PERMITIERA A ESTA 

PROGRESAR APROPIADAMENTE. 
 

CUARTO ERROR: ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO AL 
CONCLUIR QUE NO SE DEMOSTRÓ COMO EL COMPU 

NO TOMÓ EN CONSIDERACIÓN LAS NECESIDADES 
ESPECÍFICAS, CONDICIONES Y POTENCIAL DE 

DESARROLLO DE LA ESTUDIANTE A LA HORA DE 

DESARROLLAR EL PEI. 
 

QUINTO ERROR: ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO AL 
CONCLUIR QUE EL DEPARTAMENTO DE EDUCACIÓN 

CUMPLIÓ CON UNA EDUCACIÓN PÚBLICA GRATUITA 
Y APROPIADA, SEGÚN DEFINIDA POR LA LEY IDEA Y 

QUE CUMPLIÓ CON SU DEBER DE OFRECERLO PARA 
EL AÑO ESCOLAR 2018-2019. 

 
SEXTO ERROR: ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO AL 

CONCLUIR QUE LA ESTUDIANTE SE BENEFICIÓ DE 
UNA EDUCACIÓN Y DE UNOS SERVICIOS 

RELACIONADOS APROPIADOS Y QUE CUMPLEN CON 
SUS NECESIDADES ÚNICAS QUE LE PREPAREN PARA 

SU EDUCACIÓN POSTERIOR, EMPLEO Y VIDA 

INDEPENDIENTE. 
 

SÉPTIMO ERROR: ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO 
AL INDICAR Y BASAR SU DECISIÓN EN QUE LA 

ACTUACIÓN DE LA MADRE CONSTITUYÓ UBICACIÓN 
UNILATERAL POR NO HABER NOTIFICADO A LA 

AGENCIA DE SU INTENCIÓN DE MATRICULAR A LA 
ESTUDIANTE EN UNA INSTITUCIÓN PRIVADA Y SUS 

RAZONES PARA ELLO. 
 

OCTAVO ERROR: ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO AL 
INDICAR QUE LA QUERELLANTE NO PRESENTÓ 

EVIDENCIA QUE PERMITIERA AL FORO 
ADMINISTRATIVO DETERMINAR QUE LA 

ALTERNATIVA DE UBICACIÓN NO ERA LA ADECUADA 

PARA LA ESTUDIANTE. 
 

NOVENO ERROR: ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO 
AL INDICAR QUE LA MADRE NO TUVO REPAROS CON 

EL PEI DE LA ESTUDIANTE. 
 

DÉCIMO ERROR: ERRÓ EL FORO ADMINISTRATIVO AL 
NO TOMAR EN CONSIDERACIÓN LA PRUEBA 

PRESENTADA SOBRE LAS GESTIONES DE LA MADRE 
RESPECTO AL DESEMPEÑO DE LA ESTUDIANTE PARA 

LOS AÑOS ESCOLARES 2016-2017 Y 2017-2018. 
 

DÉCIMOPRIMER ERROR: ERRÓ EL FORO 
ADMINISTRATIVO AL CONCEDERLE CREDIBILIDAD A 
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TESTIMONIOS CONTRADICTORIOS Y QUE 
CONTRARRESTAN LA EVIDENCIA ADMITIDA. 

 
DÉCIMOSEGUNDO ERROR: ERRÓ EL FORO 

ADMINISTRATIVO AL PRETENDER QUE SE 
DEMOSTRARA MEJORÍA EN EL DESEMPEÑO 

ACADÉMICO DE LA ESTUDIANTE PARA LAS FECHAS 
EN QUE ESTABAN SEÑALADAS LAS VISTAS. 

 

 Oportunamente, el Departamento presentó su escrito en 

oposición a la revisión de la decisión administrativa. Con la 

comparecencia de ambas partes procedemos a resolver. Veamos 

el derecho aplicable a esta controversia. 

II.   

A.   

Revisión Judicial de Determinaciones Administrativa 

“Es norma reiterada en nuestro ordenamiento jurídico que 

los tribunales apelativos debemos conceder deferencia a las 

decisiones de las agencias administrativas . . .”. Torres Rivera v. 

Policía de PR, 196 DPR 606, 626 (2016). Esto se debe “a la 

experiencia y el conocimiento especializado que éstas poseen 

sobre los asuntos que se les han delegado”. Torres Rivera v. 

Policía de PR, supra, (escolio omitido). Las determinaciones de 

una agencia administrativa gozan de una presunción de 

corrección. Véase Graciani Rodríguez v. Garaje Isla Verde, 202 

DPR 117, 128 (2019).  

[L]os foros judiciales analizarán los aspectos siguientes: (1) 

si el remedio concedido por la agencia fue apropiado; (2) si las 

determinaciones de hecho que realizó la agencia están sostenidas 

por evidencia sustancial, y (3) si las conclusiones de derecho 

fueron correctas. Capó Cruz v. Jta. de Planificación et al., 204 DPR 

581, 591 (2020) (cita omitida).  
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A tenor con lo anterior, los tribunales deben deferencia a las 

agencias administrativas salvo que: (1) las determinaciones no 

estén basadas en evidencia sustancial; (2) las conclusiones de 

derecho fueran incorrectas; (3) la agencia actuara de forma 

arbitraria, irrazonable o ilegal; o (4) que lesionara derechos 

fundamentales. Véase Super Asphalt v. AFI y otros, 2021 TSPR 

45, 206 DPR 803, 819 (2021); Rolón Martínez v. Supte. Policía, 

201 DPR 26, 35-36 (2018). En ausencia de ello, “aunque exista 

más de una interpretación razonable de los hechos, procede que 

se valide la interpretación que realizó la agencia administrativa 

recurrida”. Super Asphalt v. AFI y otros, supra. Véase, también, 

ECP Incorporated v. OCS, 205 DPR 268, 281-282 (2020).   

Por consiguiente, la deferencia cede, por ejemplo, cuando la 

agencia no se fundamenta en evidencia sustancial. “A esos fines, 

evidencia sustancial es aquella prueba relevante que una mente 

razonable podría aceptar como adecuada para sostener una 

conclusión”. Capó Cruz v. Jta. de Planificación et al., supra (cita y 

comillas omitidas).  

Es decir, como excepción los tribunales pueden intervenir 

con las determinaciones de hechos de una agencia cuando no 

están sustentadas por el expediente, ya que el foro judicial no 

debe sustituir su criterio por el del foro administrativo si hizo una 

interpretación razonable de los hechos. OCS v. Point Guard Ins., 

205 DPR 1005, 1027 (2020) (citas y comillas omitidas).   

“Por su parte, las determinaciones de derecho pueden ser 

revisadas en su totalidad”. Capó Cruz v. Jta. de Planificación et 

al., supra (cita omitida). 

Ahora bien, en cuanto a aspectos de adjudicación de 

credibilidad, en nuestro ordenamiento jurídico impera la norma de 

que no intervendremos con la adjudicación de credibilidad que en 



 
 

 

KLRA202000208 
    

 

9 

relación con la prueba testifical hizo el foro primario a menos que 

este último haya incurrido en error manifiesto, pasión, prejuicio o 

parcialidad. S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 177 DPR 341, 

356 (2009) 

Ya que un foro apelativo cuenta solamente con récords 

mudos e inexpresivos, se le debe respeto a la adjudicación de 

credibilidad realizada por el juzgador primario de los hechos. 

Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 291 (2001) (comillas omitidas); 

S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., supra. Esto se debe a que 

reconocemos que el foro ante quien testifican los testigos es el 

que tiene la oportunidad de observar el comportamiento, las 

explicaciones dadas, los gestos, ademanes y demás detalles 

perceptibles por los sentidos. Muñiz Noriega v. Muñoz Bonet, 177 

DPR 967, 987. 

B.  

Educación Especial en Puerto Rico 

En Puerto Rico, “el derecho a la educación tiene rango 

constitucional”. Declet Ríos v. Dpto. de Educación, 177 DPR 765, 

773 (2009). Así pues, la Sec. 5 de la Carta de Derechos de nuestra 

Constitución establece que: “[t]oda persona tiene derecho a una 

educación que propenda al pleno desarrollo de su personalidad y 

al fortalecimiento del respeto de los derechos del hombre y de las 

libertades fundamentales.” Art. II, Sec. 5, Const. ELA, LPRA, Tomo 

1.  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha opinado que “[e]l 

propósito principal de este precepto es definir las aspiraciones 

colectivas sobre la educación y crear un sistema de enseñanza 

pública a niveles primario y secundario exclusivamente [...] sujeto 

a que el Estado tenga los recursos necesarios para su 
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implantación”.  Declet Ríos v. Dpto. de Educación, supra, (cita 

omitida).  

Con relación a las personas con impedimentos, “el estado 

moderno ha tomado medidas afirmativas a fin de incorporarlos a 

la comunidad [...]”. Declet Ríos v. Dpto. de Educación, supra. 

Entre los mencionados cambios, está “‘el reconocimiento de su 

derecho a recibir y reclamar judicialmente educación remedial’”. 

Declet Ríos v. Dpto. de Educación, supra, (cita omitida).  

Acorde con ello, el Congreso de los Estados Unidos aprobó 

la ley conocida como Individuals with Disabilities Education Act 

(IDEA). La ley IDEA tiene entre sus propósitos asegurar que los 

niños y las niñas con impedimentos reciban una educación pública, 

gratuita y apropiada que atienda las necesidades especiales de 

cada estudiante; que los derechos de los menores con 

impedimentos y sus padres sean protegidos, y evaluar y asegurar 

la efectividad de los esfuerzos para educarlos. Ley Púb. Núm. 108-

446, 20 U.S.C.A. sec. 1400(d)(1), (2) y (4). Para ello, provee una 

serie de requisitos sustantivos y procesales. Declet Ríos v. Dpto. 

de Educación, supra, en la pág. 777. 

En virtud de lo establecido en la ley IDEA, la Asamblea 

Legislativa aprobó la “Ley de Servicios Educativos Integrales para 

Personas con Impedimentos”. Ley Núm. 51-1996 (18 LPRA sec. 

1351 et seq.). Esta Ley ratifica el derecho de las personas con 

impedimentos a recibir una educación pública, gratuita y 

apropiada, de acuerdo a sus necesidades, que le permita 

desarrollarse plenamente y convivir con dignidad en la comunidad 

de la que forman parte.  

Como parte de la declaración de política pública, dicho 

estatuto dispone, en su Artículo 3, lo siguiente:  
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El Gobierno de Puerto Rico se reafirma en su 
compromiso de promover el derecho constitucional de 

toda persona a una educación gratuita que propenda 
al "pleno desarrollo de su personalidad y al 

fortalecimiento del respeto de los derechos del 
hombre y de las libertades fundamentales". Para el 

logro de este propósito se trabajará conjuntamente 
con la familia, ya que el desarrollo integral de la 

persona con impedimentos debe estar enmarcado en 
su contexto familiar.  

 
18 LPRA sec. 1352. 

 

La educación pública, gratuita y apropiada es definida por la 

ley IDEA como la educación especial y los servicios relacionados 

pagados por el erario público y bajo supervisión y dirección pública 

que cumplen las exigencias de la agencia educativa estatal, los 

cuales incluyen educación preescolar, elemental o secundaria y se 

proveen conforme el programa educativo individualizado (PEI). 20 

U.S.C.A. sec. 1401 (9). 

Además, la Corte Suprema de los Estados Unidos se ha 

expresado sobre el requisito de los Estados de cumplir con 

proveerle a los estudiantes con impedimentos una educación 

pública, gratuita y apropiada. En Endrew F. ex rel. Joseph F. v. 

Douglas County School Dist. RE-1, 137 S. Ct. 988, 999 (2017), la 

Corte Suprema resolvió que dicho requisito se cumplía cuando el 

Estado provee “an IEP reasonably calculated to enable a child to 

make progress appropriate in light of the child’s circumstances”. 

Es decir, que el Estado tiene la obligación de preparar un 

programa educativo individualizado razonablemente calculado 

como para permitir que el menor incapacitado tenga un progreso 

apropiado a la luz de las circunstancias del menor. 

El programa educativo individualizado, mejor conocido 

como PEI está definido en el artículo 2 de la Ley Núm. 51-1996, 

supra. Según definido, este es un documento escrito para cada 

persona con impedimentos, especialmente diseñado, al menos 
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una vez al año, para responder a sus necesidades educativas 

particulares, basado en las evaluaciones realizadas por un equipo 

multidisciplinario, y con la participación de los padres de dicha 

persona y, cuando sea apropiado, por la propia persona.  

El Programa Educativo Individualizado es, en síntesis, el 

plan escrito de las necesidades educacionales del menor con 

impedimento y la educación y servicios relacionados a proveerse 

especialmente diseñados para cumplir con esas necesidades. 20 

U.S.C.A. sec. 1414 (d). 

El 3 de septiembre de 2004, el Departamento de Educación 

publicó la Carta Circular Núm. 5-2004-2005, mediante la cual se 

publicó la aprobación del Manual de Procedimientos de Educación 

Especial. (El más reciente Manual de Educación Especial fue 

aprobado en julio del año 2020, pero para propósitos de los 

hechos ocurridos en este caso, es pertinente utilizar el de vigencia 

que era el del 2004). 

El referido manual contiene una sección sobre el PEI que 

indica que “a todo niño o joven que resulte elegible para servicios 

de educación especial se le preparará un Programa Educativo 

Individualizado (PEI)”. Manual de Procedimientos, supra, en la 

pág. 35. Asimismo, esta sección brinda las directrices de lo que 

debe contener el PEI como: una indicación del nivel de 

funcionamiento educativo presente del niño, a su vez, una 

indicación de los servicios de educación especial y relacionados 

que el niño necesita, incluyendo modificaciones al programa y 

servicios de apoyos necesarios. Además, el PEI debe incluir la 

ubicación propuesta por el Departamento para el menor. Manual 

de Procedimientos, supra, en la pág. 51. 

En cuanto a si un PEI es apropiado o no, la Corte Suprema 

explicó que este es apropiado si fue razonablemente calculado 
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como para permitir que el menor incapacitado tenga un progreso 

apropiado a la luz de sus circunstancias. Endrew F. ex rel. Joseph 

F. v. Douglas County School Dist. RE-1, supra. Entiéndase que la 

ley IDEA no le requiere a la agencia estatal una educación especial 

que desarrolle al máximo el potencial que tiene el estudiante 

impedido ni que proveyese la mejor educación posible. Hudson 

Dist. Bd. of Ed. v. Rowley, 458 U.S. 176, 198-99 (1981).  

Consecuentemente, la ley IDEA no promete, ni puede prometer 

un resultado académico en particular. Hudson Dist. Bd. of Ed. v. 

Rowley, supra, en la pág. 192. 

 La función básica del comité de programación y ubicación es 

preparar el PEI de cada niño elegible para recibir servicios de 

educación especial. Para llevar a cabo esta función, el Comité 

deberá: (1) analizar toda la información pertinente a las 

evaluaciones administradas al niño, así como toda la información 

disponible que pueda contribuir a la toma de decisiones respecto 

a la programación de los servicios y la ubicación más apropiada 

para el niño; (2) asegurarse de que la información necesaria para 

preparar el Plan Educativo Individualizado esté completa en el 

expediente del niño; (3) identificar fortalezas y necesidades así 

como metas y objetivos educativos y explorar alternativas de 

servicios; (4) determinar una ubicación apropiada para el 

estudiante conforme a sus necesidades y señalarlo por escrito en 

su Programa Educativo Individualizado. Manual de Procedimiento, 

supra, en la pág. 38. Sin embargo, cabe señalar que en la 

redacción del PEI, el COMPU no tiene la obligación de aceptar 

todas y cada una de las recomendaciones hechas por los 

especialistas. Véase Amann v. Stow School System, 982 F. 2d. 

644, 651 (1rt Cir. 1992). 
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     C. 

 Compra de Servicios y Reembolso de Gastos 

 Cuando se ha determinado que el menor es elegible para 

servicios de educación especial, el COMPU deberá reunirse para 

preparar un PEI basado en las necesidades del estudiante.  Entre 

otras cosas, el PEI contendrá la ubicación propuesta por el 

Departamento de Educación para el menor. Debemos recordar 

que la ubicación del menor debe ser en una apropiada, en el 

ambiente menos restrictivo. En otras palabras, el menor debe ser 

situado en una institución educativa que cuente con los servicios 

necesarios para atender sus necesidades especiales y 

particulares, mientras, en la medida que se pueda, promueva la 

participación del menor con niños sin diagnóstico. Burlington 

School Comm. v. Mass. Dept. of Ed., 471 U.S. 359, 369 (1985).   

Si el Departamento de Educación identifica una alternativa 

de ubicación apropiada a nivel público, pero el padre opta por 

matricularlo en una institución privada, el Departamento no tiene 

la obligación de pagar por la educación en la escuela privada. De 

igual forma, el Departamento tampoco está obligado a pagar por 

la educación privada del menor cuando este último ha estado 

matriculado en la escuela privada, y después del proceso de 

registro, identificación, evaluación y determinación de 

elegibilidad, el Departamento ha ofrecido los servicios en el 

sistema público donde se puede implantar el PEI y el padre los 

rechaza. A esto se le conoce como ‘ubicación unilateral’ en una 

escuela o institución privada. 20 U.S.C.A. sec. 1412 (a)(10)(C)(ii). 

Véase además el Manual de Procedimientos, supra, en la pág. 81. 

Ahora bien, cuando el Departamento no provee una 

ubicación adecuada para el menor y el padre procede a 

matricularlo en una institución privada en donde se puede 
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implantar efectivamente el PEI en el ambiente menos restrictivo, 

procede que el Departamento les reembolse a los padres los 

gastos incurridos al matricular al menor en dicha institución. En 

otras palabras, cuando los padres colocan al menor en una 

institución privada sin el consentimiento de la agencia educativa 

procede la compra de servicios y el reembolso de los gastos 

incurridos en el sector privado si los padres demuestran que la 

agencia educativa no le ofreció al menor una educación pública, 

gratuita y apropiada, además de evidenciar que la escuela privada 

en la cual éste fue ubicado resulta apropiada para las necesidades 

especiales del menor. 20 U.S.C. sec. 1412(a)(10)(C). 

 Es decir, no procede la compra de servicios y el reembolso 

de los gastos incurridos en el sector privado cuando el Estado le 

haya ofrecido al menor una educación pública, gratuita y 

apropiada y aun así los padres hayan decidido matricularlo en una 

escuela privada. Así pues, teniendo en mente que el propósito de 

la Ley IDEA es proveerle a los menores discapacitados una 

educación apropiada para que así puedan desarrollarse 

plenamente como seres humanos, procede 

la compra de servicios y el reembolso de los gastos si: (1) la 

agencia educativa no provee una educación pública, gratuita y 

apropiada; y (2) los padres demuestran que la ubicación privada 

es apropiada. Burlington School Comm. v. Mass Dept. of 

Ed., supra, en las págs. 369-70. 

A la luz de la antes mencionada normativa, procedemos a 

evaluar. 
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III.   

A.  

Los errores primero al sexto se relacionan con el PEI 2018-

2019 y el proceso para su redacción. En síntesis, se alega que 

dicho PEI no es uno adecuado para la menor y que no le garantiza 

una educación pública, gratuita y apropiada. Además, en el octavo 

error, alega que el foro administrativo se equivocó al concluir que 

no se presentó prueba suficiente como para establecer que la 

alternativa de ubicación propuesta por el COMPU no era la 

adecuada para la menor. 

En cuanto al PEI correspondiente al año escolar 2018-2019, 

en este caso se tomó en consideración dos evaluaciones realizadas 

por especialistas, y se adoptaron gran parte de las 

recomendaciones que estos hicieron. Además, se consideraron 

unos informes académicos de la menor referentes a su desempeño 

en las clases de español e inglés, preparados por sus maestros de 

corriente regular. En el mencionado PEI se recomendó ubicar a la 

estudiante en un Salón Regular con Servicios de Salón Recurso. 

Además, se detallaron los acomodos siguientes: pausas 

frecuentes o múltiples; equipo para hacer cálculos; ubicación del 

pupitre o asiento cerca del maestro y/o de la pizarra; instrucciones 

sencillas y con ejemplos; exámenes y/o pruebas fragmentados; y 

tiempo extendido para tareas y exámenes. 

La madre de la menor no estuvo de acuerdo con el PEI 2018-

2019 debido a la ubicación recomendada. Entendía la madre que 

se debía realizar la modificación curricular que recomendaron los 

especialistas. Sin embargo, debemos recordar que el PEI que 

formula el Departamento de Educación no tiene que ser el 

programa recomendado por ciertos expertos o la primera opción 
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de los padres del estudiante. Ni tan siquiera tiene que ser la mejor 

opción, sino que debe ser una ubicación apropiada a la luz de las 

circunstancias del estudiante. No perdamos de perspectiva que las 

evaluaciones sí fueron consideradas, pero una vez evaluadas en 

conjunto con todos los demás criterios (informes académicos de 

los profesores, notas, etc.), se determinó que no se iba a 

incorporar la recomendación de la modificación curricular.  

En cuanto a determinar las alternativas de ubicación que se 

ofrecerán a un estudiante, la ley IDEA no obliga al Estado a 

proveer una metodología en particular. Los asuntos de 

metodología educativa corresponden exclusivamente a la 

discreción del Departamento de Educación y sus oficiales.  

Nótese que las demás recomendaciones de los expertos sí 

fueron acogidas, por lo que el mero hecho de no haberse 

incorporado una de las recomendaciones de los expertos no es 

suficiente para establecer que el PEI 2018-2019 realizado no es 

adecuado y que no le garantiza una educación pública, gratuita y 

apropiada a la menor. Recordemos que la responsabilidad de 

diseñar y redactar el PEI de cada menor recae exclusivamente en 

el COMPU, quienes son los que están en mejor posición para 

determinar cuáles son las necesidades y fortalezas del estudiante. 

Por otro lado, la madre de la menor adujo que la evaluación 

independiente que le realizó a su hija no fue aceptada ni 

consideraba por el Departamento. No obstante, para poder 

analizar el potencial efecto que esto tuvo en la preparación del PEI 

2018-2019 es esencial que la madre de la estudiante someta dicha 

evaluación y traiga al perito que la realizó al procedimiento 

administrativo. En este caso, la parte recurrente no presentó la 

evaluación independiente que le realizó a su hija ni presentó 

prueba pericial alguna para establecer otro diagnóstico o que la 
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condición de la estudiante amerita una ubicación diferente a la de 

salón regular con servicios de salón recurso. Este Tribunal 

entiende que la parte recurrente no puso al organismo 

administrativo en condiciones de evaluar y poder concluir que el 

PEI preparado por la escuela para el año 2018-2019 no ofrece una 

ubicación que garantice una educación pública, gratuita y 

apropiada para la menor. 

Por todo lo cual, este Tribunal entiende que la prueba 

desfilada y creída por el foro administrador no establece que la 

ubicación recomendada en el PEI 2018-2019 no fuera una 

adecuada para la menor. Por ende, no proceden los errores 

señalados.  

B.  

En el séptimo error señalado por la parte recurrente plantea 

que la agencia recurrida se equivocó al determinar que la 

ubicación de la estudiante en una institución privada constituyó 

una ubicación unilateral de su parte.  

En cuanto a esto último, debemos recordar que, si el 

Departamento de Educación identifica una alternativa de 

ubicación apropiada a nivel público, pero el padre opta por 

matricularlo en una institución privada, el Departamento no tiene 

la obligación de pagar por la educación en la escuela privada. 

Entiéndase que, solo procede la compra de servicios y el 

reembolso de los gastos incurridos en escuelas privadas por los 

padres con menores impedidos si se demuestra que: (1) la 

agencia educativa no provee una educación pública, gratuita y 

apropiada; y (2) los padres demuestran que la ubicación privada 

es apropiada. 
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En este caso, como mencionamos anteriormente, el foro 

administrativo entendió que la prueba desfilada por la parte 

querellante no fue suficiente como para probar que el 

Departamento incumplió con su obligación de ofrecerle a la 

estudiante una educación pública, gratuita y apropiada. Este 

Tribunal coincide con esta determinación. 

Por todo lo cual, coincidimos con el dictamen del foro 

administrativo en cuanto a que la ubicación, por parte de la 

madre, de su hija en una escuela privada constituyó una ubicación 

unilateral ya que no se probó que el Departamento no contaba 

con una ubicación apropiada para la estudiante. Al no haberse 

probado esto último, el hecho de haberse hecho o no una 

notificación de intención al Departamento no cambiaría el 

resultado al que llegamos hoy. 

Es decir, lo crucial para que un cambio en matricula de una 

estudiante a una escuela privada no se considere una ubicación 

unilateral por parte de la madre es que se pruebe que el 

Departamento incumplió con su obligación de ofrecer una 

ubicación apropiada. En este caso, esto último no fue probado. 

Por lo antes esbozado, el séptimo error señalado no fue 

cometido.   

C.  

En su decimoprimer error, la parte recurrente aduce a que 

el foro administrativo erró en la apreciación de la prueba testifical 

y en la manera en que este adjudicó credibilidad a los testimonios 

ofrecidos en la vista. En cuanto a esto, conviene recordar que en 

nuestro ordenamiento jurídico impera la norma de que no 

intervendremos con la adjudicación de credibilidad que en 

relación con la prueba testifical hizo el foro primario a menos que 
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este último haya incurrido en error manifiesto, pasión, prejuicio o 

parcialidad. 

Además, las determinaciones de una agencia administrativa 

gozan de una presunción de corrección siempre que: (1) el 

remedio concedido por la agencia fuera apropiado; (2) las 

determinaciones de hecho realizadas por la agencia estuvieran 

sostenidas por evidencia sustancial, y (3) las conclusiones de 

derecho fueran correctas. 

En este caso, el foro administrativo atendió detalladamente 

la prueba en su totalidad y todas sus determinaciones se basan 

razonablemente en el expediente que tuvo ante su consideración. 

No existe base para concluir que la determinación administrativa 

ha sido una a espaldas o contraria a la prueba desfilada, o 

improcedente en derecho. Tampoco ha incurrido el foro 

administrativo en error manifiesto, pasión, perjuicio o parcialidad 

que justifique nuestra intervención con su apreciación de la 

prueba. 

Por todo lo cual el error señalado no fue cometido.  

Con lo aquí resuelto, disponemos de la totalidad de las 

controversias, sin que sea necesario entrar a dilucidar los 

restantes señalamientos de error. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se Confirma la 

decisión administrativa contra la que aquí se recurre. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  La Juez Méndez Miró disiente con opinión 

escrita.  

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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Especial 

 
Panel integrado por su presidenta, la Juez Méndez Miró, 

el Juez Ronda Del Toro1 y el Juez Candelaria Rosa2  

 

 

VOTO DISIDENTE DE LA JUEZ MÉNDEZ MIRÓ 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de diciembre de 2021. 

Disiento con respeto. Al analizar la trayectoria 

del caso, en particular, lo que han atravesado la menor 

P.C.D.V. y su madre, la Sra. Emilia Vargas Román (señora 

Vargas), me queda claro que la actuación de matricular 

a P.C.D.V. en la Academia Alexandra, una institución 

privada, no fue un ejercicio arbitrario y tampoco una 

determinación en el vacío. Esto es, estoy convencida de 

que no se trató de una ubicación unilateral.  

Por el contrario, salta a la vista que para la 

preparación del Plan Educativo Individualizado (PEI) 

del año escolar 2018-2019: (1) se utilizaron 

evaluaciones --psicométrica y psicológica-- que datan de 

abril de 2017, y se prescindió de una evaluación 

psicométrica más reciente; (2) se prescindió del Plan de 

Intervención Terapéutico del servicio de Terapia 

Psicológica que recibía P.C.D.V. en la escuela; y 

 
1 Conforme a la Orden Administrativa TA-2020-167, el Juez Ronda Del 

Toro sustituyó a la Juez Romero García. 
2 Conforme a la Orden Administrativa TA-2021-031, el Juez Candelaria 

Rosa sustituyó a la Juez Jiménez Velázquez. 
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(3) según lo que consta en la minuta de la reunión del 

Comité de Ubicación y Planificación (COMPU)3, también se 

prescindió de la presencia de los maestros de corriente 

regular sin el consentimiento escrito de la señora 

Vargas, en contravención a la propia Individuals with 

Disabilities Education Act (Ley IDEA).4 

Por otro lado, P.C.D.V. describió cómo, incluso con 

los recursos disponibles en la Escuela José Felipe 

Zayas, se incumplía con los acomodos del PEI para el año 

escolar 2017-2018.5  

 
3 Apéndice de Revisión de Decisión Administrativa, págs. 89-92. 
4(B) Individualized education program team. The term 

“individualized education program team” or “IEP Team” means a group 

of individuals composed of-- 

 

(i) the parents of a child with a disability; 

 

(ii) not less than 1 regular education teacher of such child 

(if the child is, or may be, participating in the regular 

education environment); 

 

[…] 

 

(C) IEP Team attendance 

 

(i) Attendance not necessary 

A member of the IEP Team shall not be required to attend an 

IEP meeting, in whole or in part, if the parent of a child 

with a disability and the local educational agency agree that 

the attendance of such member is not necessary because the 

member's area of the curriculum or related services is not 

being modified or discussed in the meeting. 

 

(ii) Excusal 

A member of the IEP Team may be excused from attending an IEP 

meeting, in whole or in part, when the meeting involves a 

modification to or discussion of the member's area of the 

curriculum or related services, if— 

  

(I) the parent and the local educational agency consent 

to the excusal; and 

 

(II) the member submits, in writing to the parent and 

the IEP Team, input into the development of the IEP 

prior to the meeting. 

 

(iii) Written agreement and consent required 

A parent's agreement under clause (i) and consent under clause 

(ii) shall be in writing.  

 

20 U.S.C.A. sec. 1414. (Énfasis suplido). 
5 Transcripción de grabación de vista de 30 de julio de 2018 en el 

Centro de Servicios de Educación Especial, págs. 101-117. No debe 

pasar desapercibido que, en cuanto al acomodo de tiempo extendido, 

este se concedía al mediodía, cuando P.C.D.V. almorzaba. Asimismo, 

P.C.D.V. narró que la maestra de salón recurso, la señora Lida 

Torres, y otros maestros, no le podían ofrecer ayuda adicional a 

las instrucciones sencillas porque atendían a todos los demás 

compañeros (fueran de educación especial o no), ni llevaban a cabo 

las pausas frecuentes, i.e., “lo seguían de corrido” a pesar de que 

este también era un acomodo contenido en su PEI. Lo que es más, 
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Abona a mi conclusión de que no se trata de una 

actuación arbitraria el hecho de que la señora Vargas 

presentó la Querella cuando P.C.D.V. aún estaba 

matriculada en la Escuela José Felipe Zayas, la 

institución pública a la cual se había asignado. Esto 

es, se procuró la atención desde una institución pública 

--presuntamente-- con la intención de resolverlo allí, 

sin necesidad de matricular a P.C.D.V. en una 

institución privada. Incluso, la señora Vargas expresó 

no estar de acuerdo con el PEI en la última reunión que 

se sostuvo del COMPU, el 4 de junio de 2018. Solo después 

de realizar dichas gestiones es que la señora Vargas 

optó, razonablemente, por la reubicación. Neto: las 

condiciones del programa obligaron ese resultado. 

De los testimonios y documentos provistos se 

desprende que el PEI y la ubicación propuesta no eran 

apropiados para P.C.D.V. Por ende, hubiera intervenido 

con la Resolución Final y Orden del Departamento de 

Educación. A esos fines, hubiera ordenado la 

actualización de las evaluaciones de P.C.D.V. y que, 

mientras se diluciden sus resultados, se proveyera el 

reembolso que solicitó la señora Vargas.6  

No pretendo ignorar la limitación de los recursos 

del Departamento de Educación. Reconozco, además, que 

 
surge del testimonio de la Sra. Lida Torres que, en vez de 

fragmentar exámenes --según se exigía como acomodo en el PEI-- se 

le ofreció a la señora Vargas una oportunidad para que P.C.D.V. 

repusiera un examen de español y no fracasara la clase. Íd., págs. 

220-221. Es evidente que, de las situaciones que se detallaron en 

la vista, surge que no se trata de una madre reclamando una gestión 

más “ideal” en cuanto a la educación de su hija, sino de una 

implementación fallida e inconsistente del PEI, al punto de, en 

ocasiones, obviarse los acomodos aprobados. 
6 La norma de la deferencia administrativa no constituye un dogma 

inflexible que impide la revisión judicial si no existen las 

condiciones que la sostengan. Cuando la interpretación que hace la 

agencia de un estatuto produce resultados inconsistentes o 

contrarios al propósito de la ley, o afecta sustancialmente derechos 

fundamentales, el criterio administrativo claramente no puede 

prevalecer. Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 

425, 436 (1997). 
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dicha consideración se ha incorporado al análisis de 

estas controversias.7 Sin embargo, el efecto de ello no 

puede menguar la garantía constitucional a una educación 

gratuita y apropiada al punto de tornarla ineficaz.8  

 

 

Gina R. Méndez Miró 

Juez de Apelaciones 

 

 
7 Véase, Endrew F. ex rel. Joseph F. v. Douglas County School Dist. 

RE-1, 137 S.Ct. 988 (U.S.,2017); y Board of Educ. of Hendrick Hudson 

Central School Dist., Westchester County v. Rowley, 458 U.S. 176 

(U.S.N.Y.,1982). Si bien la última expresión del Tribunal Supremo 

Federal indica que la Ley IDEA no puede prometer un resultado 

académico en particular, como correctamente aduce el Estado en su 

Escrito en Cumplimiento de Orden, lo cierto es que también establece 

--inequívocamente-- que el cumplimiento sustantivo de la escuela 

con la Ley IDEA se dará siempre que ofrezca un PEI “reasonably 

calculated to enable a child to make progress appropriate in light 

of the child's circumstances.” Endrew F. ex rel. Joseph F. v. 

Douglas County School Dist. RE-1, supra, a la pág. 999. (Énfasis 

suplido). 
8 Nótese que nuestra Asamblea Legislativa reafirmó el derecho 

constitucional a una educación “que propenda al pleno desarrollo de 

su personalidad y al fortalecimiento del respeto de los derechos de 

[las personas] y de las libertades fundamentales[,]” al adoptarlo 

como política pública con la aprobación de la Ley de Servicios 

Educativos Integrales para Personas con Impedimentos, Ley Núm. 51 

del 7 de junio de 1996. 18 L.P.R.A. sec. 1352.  


